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FALLO
La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por las partes contra la sentencia del 26 de junio del 2008, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que dispuso:

“PRIMERO. ANÚLANSE PARCIALMENTE la Liquidación Oficial de Revisión N° 310642004000131 de fecha 24 de enero de 2005, y la Resolución N° 310662005000020 de 17 de noviembre de 2005, proferidas por la DIVISIÓN DE LIQUIDACIÓN Y JURÍDICA DE LA ADMINISTRACIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES –DIAN respectivamente, de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO. En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, se generó por concepto del Impuesto de Renta y Complementarios por el año gravable 2001, un saldo a favor de la parte demandante de $3.553.209.000 de conformidad con la liquidación inserta en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO. En firme esta providencia (…)”.

ANTECEDENTES

El 8 de abril de 2002,  PAVCO S.A. presentó vía electrónica la declaración de renta del año  gravable  2001,  corregida el 2 de diciembre de 2002 y el 2 de diciembre de 2003. En la última corrección, Pavco determinó un saldo a favor de $3.605.765.000.

El  30 de abril de 2004,  la DIAN profirió el requerimiento especial 310632004000279, en el que propuso modificar la liquidación privada, e imponer la sanción por inexactitud. 

Previa respuesta al requerimiento especial, la DIAN, mediante Liquidación Oficial de Revisión 310642004000131 del 24 de enero de 2005, modificó la declaración de renta del año gravable de 2001 e impuso sanción por inexactitud. Determinó un saldo a favor de $3.378.899.000

La DIAN, por Resolución N° 310662005000020 de 17 de noviembre de 2005, confirmó parcialmente en reconsideración el acto impugnado. 

DEMANDA

PAVCO  S.A. propuso las siguientes pretensiones:

A. Que se declare la nulidad total de la actuación administrativa integrada por los siguientes actos:

1. Liquidación Oficial de Revisión No. 310642004000131 del 24 de enero de 2005, proferida por la  División de Liquidación de la Administración Especial de Impuestos de Grandes Contribuyentes de Bogotá D.C. de la DIAN, mediante la cual dicha entidad modificó la liquidación privada del impuesto sobre la renta de Pavco por el año gravable de 2001.
2. Resolución que resuelve el recurso de reconsideración N° 310662005000020 del 17 de noviembre de 2005, proferida por la División Jurídica Tributaria de la Administración Especial de Impuestos de Grandes Contribuyentes de Bogotá D.C. de la DIAN, mediante la cual dicha entidad confirmó la mayoría de las modificaciones realizadas en la liquidación Oficial de Revisión 310642004000131 de 24 de enero de 2005.
B. Que, como consecuencia de lo anterior, se restablezca el derecho de Pavco en los siguientes términos:

1. Que se declare que los costos y deducciones por pérdidas de inventarios determinados por Pavco en su declaración del impuesto sobre la renta por el año gravable de 2001, se ajustan a la normatividad tributaria vigente, por lo cual deben ser aceptados por la DIAN.

2. Que se declare que las expensas correspondientes al pago de contribuciones, afiliaciones y sostenimiento, son deducibles.

3. Que se declare la procedencia de la deducción por donación realizada por Pavco en el año gravable 2001, por valor de $3.106.961, toda vez la misma cumple con todos los requisitos para su aceptación, de acuerdo con las normas tributarias vigentes.

4. Que se declare la procedencia de la deducción por retiro de activos fijos por obsolescencia, determinada por Pavco en su declaración del impuesto sobre la renta por el año gravable de 2001, ya que esta cumple con todos los requisitos establecidos por las normas tributarias vigentes para su aceptación.

5. Que con base en todo lo anterior, y porque en todo caso se estaría ante una situación en la cual se presentan diferencias de criterios ante la DIAN y Pavco en cuanto al derecho aplicable, no hay lugar a la imposición de sanción por inexactitud.

6. Que, como consecuencia de lo anterior, se declare que el saldo a favor calculado por Pavco en su liquidación privada del impuesto sobre la renta correspondiente al año gravable 2001 por valor de $3.605.765.000, fue correctamente determinado, toda vez que se ajusta a la normatividad tributaria vigente.”

Invocó como violadas las siguientes normas:

· Constitución Política: artículo 228

· Estatuto Tributario: artículos 107, 125, 125-1,125-3,128, 129, 138, 148, 777 y 647 

· Decreto 2649 de 1993: artículos 13, 18 y 53  

En el concepto de violación, se explicaron las razones que fundamentan las siguientes causales de nulidad así: 

1. Rechazo de costos de ventas por valor de $174.840.000 por concepto de destrucción y castigo de inventario. Violación de los artículos 107 E.T., 13, 18 y 53 del Decreto 2649 de 1993, por falta de aplicación.

Dijo que el costo de ventas por $174.840.000 relativos a destrucción y castigo de inventario debe ser aceptado, toda vez que cumple con los requisitos previstos en el artículo 107 del Estatuto Tributario, en la medida en que hacen parte de una serie de expensas que guardan relación de causalidad con la actividad productora de renta de la sociedad, fuera de ser necesarias y proporcionales.

Que los actos administrativos son nulos por violación del artículo 107 E.T., por falta de aplicación, porque la DIAN rechazó la deducción por pérdida de inventario por el hecho de que la empresa utiliza el sistema de inventarios permanentes.

Señaló que la DIAN desconoció los principios, reglas y la dinámica contable y que, en especial, infringió, por falta de aplicación, los artículos 13, 18 y 53  del Decreto 2649 de 1993, al determinar que el costo de las materias primas, productos en proceso y terminados dados de baja, está implícito en el costo de producción y que, por tal razón, la empresa no podía determinar un costo adicional por este concepto.

2. Rechazo de deducciones por valor de $65.546.976 por pago de contribuciones, afiliaciones y sostenimiento. Violación del artículo 107 E.T, por interpretación errónea y por falta de aplicación.

El demandante alegó que los actos administrativos demandados son nulos por violación del artículo 107 E.T., por interpretación errónea y por falta de aplicación. Precisó que el gasto por concepto de contribuciones, afiliaciones y sostenimiento por $65.546.976 determinado por la empresa en la declaración del impuesto sobre la renta por el año 2001 es deducible, porque corresponde a contribuciones hechas a gremios o a ciertas entidades públicas y privadas que cumplen, a su juicio, todos los requisitos  del artículo 107 del Estatuto Tributario. Que, contrario a lo que afirmó la DIAN, ese gasto sí es necesario porque la necesidad debe interpretarse con criterio comercial.

3. Rechazo de las deducciones por valor de $3.106.961 por concepto de donaciones. Violación de los artículos 125, 125-1, 125-3 E.T, y 228 de la Constitución Política, por falta de aplicación.

El demandante explicó que, en los actos acusados, la DIAN rechazó la deducción porque la sociedad donó computadores que al momento de la donación, ya había depreciado. Que, para la DIAN, aceptar la donación equivalía a conceder un doble beneficio tributario.

Afirmó que la compañía probó que la donación efectuada dentro del programa “computadores para educar”, ascendió a la suma de $3.106.961 y no de $0, como por equivocación, la entidad donataria lo certificó. Que, por tanto, cuando la DIAN desconoció que Pavco aportó como prueba del valor  real de los bienes donados,  privilegió lo formal sobre lo sustancial, y  vulneró el artículo 228 de la Constitución Política por falta de aplicación y el 777 del Estatuto Tributario. Que desconoció, además,  el certificado del revisor fiscal. 

4. Rechazo de deducciones por valor de $5.202.517 correspondiente al retiro de activos fijos. Violación de los artículos 128 y 129 por falta de aplicación, y 138 y 148 E.T. por aplicación indebida.

Adujo que Pavco dio de baja activos obsoletos, haciendo uso del derecho previsto en los artículos 128 y 129 del Estatuto Tributario. Que, contrario a lo que afirmó la DIAN, la sociedad no les dio a los activos obsoletos una vida útil diferente y que, en esa medida, la demandante no estaba obligada a solicitar la autorización a que alude el artículo 138 del mismo estatuto. Que, por tal razón, se violaron los artículos 128 y 129 por falta de aplicación, y 138 y 148  E.T, por aplicación indebida. 

5. Improcedencia de la sanción por inexactitud por valor de $139.610.000. Violación del artículo 647 E.T. por interpretación errónea y aplicación indebida.

Adujo que la sanción por inexactitud prevista en el artículo 647 del Estatuto Tributario no es aplicable al caso de Pavco porque, a su juicio, la sociedad determinó los costos y deducciones de conformidad con el ordenamiento tributario vigente.

Adujo también que, en el caso concreto, se presentó diferencia de criterios entre la DIAN y Pavco sobre la interpretación y aplicación de las normas estudiadas, hecho que, a su juicio, excluye la imposición de la sanción prevista en el artículo 647 del Estatuto Tributario.

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda y alegó que de acuerdo con el Concepto N° 006466 de 24 de agosto de 1999, el valor de los inventarios obsoletos no es deducible fiscalmente. Que ese concepto fue avalado por el Consejo de Estado, que había dicho que prevalecía la norma fiscal sobre la contable, conforme con el artículo 136 del decreto 2649 de 1993.

Dijo que la ley tributaria permite restar, a título de costo de ventas, solo los costos  imputables a los ingresos por ventas. Que, igualmente, la doctrina de autores ha reconocido que el costo de ventas está relacionado con la venta al señalar que es parte del costo de adquisición correspondiente a la mercancía vendida y que da lugar a la obtención del ingreso.

Señaló que en sede administrativa se analizó la cuenta 7 referente a costos de producción, dentro de la cual estaba el grupo 14 de inventarios y que dentro de esta cuenta estaba las relativas a materias primas, los productos en proceso, los productos terminados e inventarios de mercancías fabricados por la empresa. Que por tanto, el valor de la baja de inventarios por los conceptos anotados está implícito en el costo de producción, que, por tanto, Pavco no podía alegar que existía un costo adicional.

Que si bien el gasto, la pérdida y la obsolescencia pueden implicar una disminución del activo y del patrimonio, solo el gasto implica salida de recursos. 

Que las pérdidas deducibles están taxativamente señaladas en el E. T. al igual que la deducción por obsolescencia. Que, en todo caso, la pérdida de inventarios no está prevista como deducible en el E.T.

En relación con el rechazo de otras deducciones, explicó que obedeció a que ninguna expensa cumplía los requisitos del artículo 107 del Estatuto Tributario. 

Frente a la deducción por retiro de propiedad, planta y equipo correspondiente a la donación al programa "Computadores para Educar",  dijo que el artículo 125-3 del Estatuto Tributario exige como requisito para la deducción por donación el certificado de la entidad donataria. Que, conforme con esa certificación la deducción era improcedente, pues la donación se hizo por cuantía de cero pesos.

Que si bien la demandante anexó como prueba el certificado del revisor fiscal, en el que certifica que los computadores donados tenían un valor de $3.106.961 tales bienes ya habían sido depreciados. Que, en ese entendido, era improcedente aceptar la deducción porque el artículo 23 de la ley 383 de 1997 prohíbe el doble beneficio. En cuanto al retiro de activos fijos por $5.202.517 explicó que el artículo 128 del E.T. regula la deducción por depreciación y que, para el efecto, remite al concepto de obsolescencia  previsto en el art. 129 E.T.

Dijo que si el contribuyente consideraba que la vida útil de los bienes resultaba menor a la reglamentada por no corresponder a la realidad particular, podía fijar una vida útil distinta, previa autorización prevista en el artículo 138 del Estatuto Tributario. Que, sin embargo, en el caso específico no existió prueba de haberse pedido o dado dicha autorización.

Adujo que la sanción por inexactitud impuesta a la demandante fue procedente, pues el contribuyente incluyó en la declaración de renta de 2001 costos y deducciones inexistentes que generaron un mayor saldo a favor.  Dijo también que para que  se configure la inexactitud no se requiere de la práctica de maniobras fraudulentas.

Aclaró que no es procedente el argumento de que existe diferencia de criterios, pues para que ello se de, se necesita que verse sobre el derecho aplicable siempre que los hechos y cifras declarados sean veraces y completos, por tanto, no hubo  interpretación errada del precepto aplicable al presente caso.

SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad parcial de los actos administrativos demandados con fundamento en las siguientes consideraciones:

1. Desconocimiento de deducciones por pérdida de inventarios

En la sentencia apelada se consideró que era procedente la deducción por pérdida de inventarios, con fundamento en la sentencia del 25 de septiembre de 2006 (Expediente 15032)
 que profirió la Sección Cuarta. Adicionalmente, porque en los folios 4462 a 4478 del expediente reposan las actas de destrucción que dan cuenta del inventario destruido y de su valor.
2. Deducción por pago de contribuciones, afiliaciones y sostenimiento

En la sentencia apelada se decidió que era procedente deducir la contribución que hizo la demandante a la Superintendencia de Valores con fundamento en que es una expensa obligatoria al tenor de los artículos 40 y 41 de la Ley 510 de 1999.

De otra parte, también estimó procedente la deducción por pagos hechos al Consejo Empresarial Colombiano para el Desarrollo Sostenible ―CECODES, a la Cámara Colombiana de la Construcción Regional de Cundinamarca ―CAMACOL y al Instituto Colombiano de Normas Técnicas y Certificación ―ICONTEC. Consideró que la afiliación a tales instituciones permiten el mejoramiento continuo y el logro del equilibrio entre los objetivos económicos, sociales y la responsabilidad ambiental de la empresa, en armonía “con el desarrollo sostenible de la sociedad colombiana”.

Por último, confirmó el rechazo de la deducción por los pagos hechos por concepto de cuotas de afiliación, sostenimiento, suscripciones y renovaciones con entidades como LEGIS y Dispublicaciones LTDA, porque consideró que no cumplían los requisitos del artículo 107 E.T.
3. Deducción por donaciones

El Tribunal confirmó el rechazo de la deducción por donación de computadores hecha al programa “Computadores para Educar”, con fundamento en que el artículo 125-3 E.T. exige, para que proceda la deducción, la certificación de la entidad donataria, firmada por Revisor Fiscal o Contador, en la que conste la forma, el monto y la destinación de la donación. Que como ese certificado fue aportado al proceso y da cuenta que el monto de la donación fue de $0, era pertinente confirmar el rechazo de la deducción. Precisó que el presunto error que cometió la empresa donataria no se probó. 

4. Deducción por retiro de activos

El a quo confirmó el rechazo de esta deducción con fundamento en los artículos 137 de 138 del Estatuto Tributario, y, especialmente, porque el demandante depreció en un solo período los activos fijos objeto de depreciación.

5. Sanción por inexactitud

El Tribunal decidió reliquidar la sanción por inexactitud, toda vez que prosperó la deducción por pérdida de inventarios y por pago de contribuciones. Denegó la pretensión de exonerar de la sanción porque consideró que se tipificaron los hechos previstos como infracción administrativa en el artículo 647 E.T.

RECURSO DE APELACIÓN

La demandante solicitó revocar la sentencia en lo desfavorable. Y, puntualmente, argumentó lo siguiente:

Contribuciones, afiliaciones y publicaciones: Dijo que el Tribunal no motivó la decisión de rechazar la deducción por concepto de contribuciones, afiliaciones y sostenimiento. Insistió en que eran procedentes y, para el efecto, aludió a los beneficios de estar suscrito o afiliado a empresas como la ANDI, ICIPC, Asociación Colombiana de Industrias Plásticas, Asociación Colombiana de Ingeniería Sanitaria y Ambiental, Sociedad Colombiana de Geotécnica, Cámara de Comercio, Computec S.A., Covinoc y Provicrédito, para demostrar que cumplían el requisito de necesidad. 

Deducción por donación: En cuanto al rechazo de la deducción por donación de computadores al programa “Computadores para Educar”, alegó que el Tribunal erró porque interpretó que el certificado fiscal que expidió la donataria era la única prueba del monto de la deducción. Que no tuvo en cuenta el certificado del revisor fiscal de la empresa.

Deducción por retiro de activos fijos: Sobre la deducción por retiro de activos fijos, dijo que el Tribunal interpretó de manera errada el artículo 138 E.T. Que la autorización previa de la DIAN a que alude esa norma, se exige sólo para los supuestos del inciso primero, es decir, cuando es el contribuyente el que considera que requiere dar una vida útil distinta a ciertos bienes para atender la realidad de su caso particular, y no cuando por imprevistos tales como la obsolescencia, la vida útil efectiva resulta menor, pues en este caso la ley tributaria autoriza a depreciar por completo el activo de que se trate, y luego ofrecer las explicaciones pertinentes a la DIAN, si así es requerido, hecho por completo distinto de pedir autorización previa a esa entidad.

Dijo que la obsolescencia lleva implícito el concepto de imprevisibilidad y que, por tanto, no podría pedirse una autorización previa en los plazos previstos para el efecto por el Decreto 1649 de 1976, esto es, a más tardar tres meses antes del cierre del año fiscal.

Sanción por inexactitud: Por último, reiteró que la sanción por inexactitud es improcedente, porque las glosas que hizo la DIAN tienen origen en dificultades de tipo probatorio o en diferencias de criterio en cuanto al derecho aplicable.

La U.A.E. DIAN apeló la sentencia en cuanto le fue desfavorable. 

Deducción por destrucción de inventarios: Sobre la deducción por destrucción de inventarios, pidió tener en cuenta la sentencia del 29 de septiembre de 2005 (Expediente 13706), que denegó las pretensiones de nulidad del concepto 061852 del 24 de septiembre de 2002 en cuanto estipuló que no eran deducibles las pérdidas de bienes del activo movible que se han reflejado en el juego de inventarios.

También cuestionó la sentencia del Consejo de Estado en que se fundamentó el a quo para decidir sobre la deducción por destrucción de inventarios, en cuanto precisó que era obligatoria la destrucción de inventario cuando no puede ser usado o comercializado de ninguna forma.  Que, por el contrario, las causas que generan la destrucción del activo movible son previsibles mediante el implemento de medidas empresariales.

Solicitó considerar el artículo 4º del Decreto 326 de 1995 en cuanto prevé que debe coincidir el valor del inventario detallado de las existencias al final del ejercicio, antes de descontar las provisiones para su protección y otras de naturaleza contable, que no son de deducibles de acuerdo con las normas generales, con el valor total registrado en los libros de contabilidad y en la respectiva declaración de renta.

Deducción por contribuciones a la Superintendencia de Valores Respecto de esta, alegó que los costos y gastos que procede detraer de la renta son taxativos.

Deducción de las expensas hechas a CAMACOL, CEDOCES e INCOTEC: Cuestionó también que se haya avalado la deducción de los pagos hechos a ciertas entidades porque no cumplen los requisitos del artículo 107 E.T. Insistió en que los pagos no son necesarios, ni tienen relación con el ingreso de la empresa.

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La DIAN reiteró los argumentos del recurso de apelación. 

La demandante reiteró lo dicho en la demanda y en el recurso de apelación.

El Ministerio Público no conceptuó.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

En los términos del recurso de apelación interpuesto por las partes, la Sala debe decidir si son nulos los actos administrativos por medio de los cuales la DIAN modificó la declaración de renta de la sociedad actora por el año gravable de 2001.

Del recurso de apelación de la DIAN
· De la deducción por destrucción de inventarios. $174.840.000

Mediante los actos administrativos acusados, la DIAN rechazó la deducción por pérdidas y destrucción de inventarios solicitada por la parte actora en razón de que, al estar obligada a determinar el costo de ventas del activo movible por el sistema de inventario permanente, no podía tomar como deducible esta erogación, pues dicho tratamiento es exclusivo de los contribuyentes que utilizan el sistema de juego de inventarios. Adicionalmente, porque estimó que los valores imputados a la declaración no cumplían con los requisitos establecidos en el artículo 107 del E.T. para que fueran deducibles.

Por el contrario, para la demandante, las expensas en las que incurrió por concepto de destrucción de inventarios eran deducibles porque se trataba de gastos propios del giro ordinario de los negocios de Pavco, que cumplían con los requisitos de deducibilidad estipulados en el artículo 107 del E.T.

El Tribunal le concedió la razón a la parte actora al estimar que el costo generado por la destrucción del inventario constituye una expensa necesaria, relacionada con la actividad productora de renta y, en esa medida, es objeto de deducción, independientemente del sistema mediante el que se determine el costo de ventas del activo movible.

En el recurso de apelación, la DIAN, en concreto, pidió que se aplicara al caso la sentencia del 29 de septiembre de 2005 que profirió esta Sala, y en la que negó la nulidad del concepto 061852 del 24 de septiembre de 2002.

Al respecto, la Sala precisa:

Mediante sentencia del 29 de septiembre de 2005 (Expediente 17306), la Sección Cuarta del Consejo de Estado negó la pretensión de nulidad simple del concepto 061852 del 24 de septiembre de 2002. En ese expediente 17306, se partió del hecho de que los demandantes alegaron la violación de los artículos  1 de la Ley 95 de 1890; 13, 95 [9] y 363 de la Constitución Política;  64, 148 y 683 del Estatuto Tributario porque en el concepto 061852 del 24 de septiembre de 2002 la DIAN interpretó que la destrucción de medicamentos vencidos, en observancia de disposiciones administrativas, no constituye hecho de fuerza mayor, que permitiera aceptar como costo o deducción las pérdidas originadas por dicho concepto.

En la sentencia del 29 de septiembre de 2005 (Expediente 17306), en efecto, la Sección Cuarta del Consejo de Estado negó la nulidad del concepto 061852 del 24 de septiembre de 2002. Respaldó la validez de ese concepto con base en las siguientes consideraciones:
· Que el artículo 62 del Estatuto Tributario  dispone que para establecer el costo de los activos movibles enajenados, debe aplicarse alguno de los siguientes sistemas: “juego de inventarios”, “inventarios permanentes o continuos”, o “cualquiera otro sistema de reconocido valor técnico”, autorizado por la Dirección General de Impuestos Nacionales.

· Que según el mismo artículo 62,  los contribuyentes que de acuerdo con el artículo  596 ib., están obligados a presentar  la declaración de renta, firmada por revisor fiscal o contador público “deberán establecer el costo de la enajenación de los activos movibles por el sistema de inventarios permanentes o continuos, o por cualquier otro sistema de reconocido valor técnico...”
· Que en el sistema de “juego de inventarios”,  el costo de lo vendido está constituido por la suma del inventario inicial, (la determinada a 31 de diciembre del año anterior al gravable), más el costo de las mercancías compradas, transformadas, extraídas o producidas en el año fiscal respectivo, de la cual debe sustraerse el inventario físico efectuado en el último día del año gravable. Lo que responde a la siguiente fórmula matemática: inventario inicial + compras - inventario final.

· Que en el sistema de “inventarios permanentes o continuos”,  regulado por el Decreto Reglamentario 187 de 1975,  el costo se contabilizará en tarjetas u hojas especiales, diseñadas para llevar el control permanente de las mercancías, las que hacen parte integrante de la contabilidad, donde se registran las unidades compradas, vendidas, o consumidas, el costo de lo vendido y de lo comprado,  y  al final del ejercicio  se hará constar, en el libro de inventarios, el costo de las existencias.

· Que para los contribuyentes que adopten el sistema de juego de inventarios,  está prevista, en el artículo 64 ib., la “Disminución del inventario final por faltantes de mercancía”,  de fácil destrucción o pérdida, “hasta en un cinco por ciento (5%) de la suma del inventario inicial más las compras.”  Y si se demuestra la ocurrencia de hechos constitutivos  de fuerza mayor o caso fortuito, pueden aceptarse sumas mayores.

· Que el artículo 64 E.T. autoriza la disminución del “inventario final”, que es uno de los factores de determinación del costo de los activos movibles, en el sistema de juego de inventarios, y no la deducción por pérdidas en la enajenación de activos movibles que puedan originarse por la destrucción de las mercancías. Que el artículo 64 E.T. está en concordancia con el inciso final del artículo 148 del Estatuto Tributario que de manera expresa advierte sobre la imposibilidad de llevar como deducción tales pérdidas, al decir: “No son deducibles las pérdidas en bienes del activo movible que se han reflejado en el juego de inventarios.”
· Que cuando se trata de contribuyentes que adoptan el sistema de inventarios permanentes, el régimen tributario no prevé la disminución  del inventario de las existencias del respectivo ejercicio, por concepto de faltantes de mercancía de fácil destrucción o pérdida. Que, como una forma de contabilizar las pérdidas es la de crear la “provisión” respectiva,  el contribuyente debe proceder a registrar en su contabilidad la disminución del valor de sus inventarios, producida por la destrucción o pérdida de los mismos. Pero que, como las provisiones de naturaleza contable no son deducibles para efectos de determinar el impuesto sobre la renta, por no estar expresamente establecidas en las normas tributarias, no pueden sustraerse de la base gravable.

· Que el Decreto Reglamentario 326 de 1995 artículo 4 dispone: “...el valor del inventario detallado de las existencias al final del ejercicio, antes de descontar las provisiones para su protección y otras de naturaleza contable, que no son deducibles de acuerdo con las normas generales, debe coincidir con el valor total registrado en los libros de contabilidad y en la respectiva declaración de renta”.  

· Que independientemente del sistema utilizado para la determinación del costo de los activos movibles, ―juego de inventarios o inventarios permanentes―, por disposición legal,  son deducibles las pérdidas fiscales u operacionales y las pérdidas de capital
· Que, por tanto, las pérdidas de mercancías, en el sistema de juego de inventarios, pueden tratarse como costo, disminuyendo el inventario final, pero que en ningún caso, es viable la deducción de tales pérdidas.

· Que la destrucción de los medicamentos vencidos es un hecho regulado de manera permanente por las autoridades sanitarias, y que, por lo mismo, no constituye un hecho de fuerza mayor, porque no concurren los caracteres de imprevisible e irresistible.

· Que le asiste razón a la entidad fiscal cuando concluye que la destrucción de los medicamentos vencidos es una circunstancia que, por ser  de la órbita del fabricante o comerciante, puede preverse desde el mismo momento de la fabricación y de la comercialización de los medicamentos, y por lo tanto, el contribuyente debe tomar las medidas necesarias para conjurar sus consecuencias financieras y fiscales.

Esa sentencia del 24 de septiembre de 2002 tiene efectos de cosa juzgada erga omnes pero sólo en relación con la causa petendi juzgada. Quiere decir, entonces, que la sentencia surtió efectos de cosa juzgada respecto de las causales de nulidad invocadas por violación de los artículos  1 de la Ley 95 de 1890; 13, 95 [9] y 363 de la Constitución Política;  64, 148 y 683 del Estatuto Tributario.

Ahora bien, la sentencia del 25 de septiembre de 2006, Expediente (15032)
  se dictó dentro de un proceso iniciado en acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra ciertos actos administrativos por los que la DIAN modificó el impuesto de renta de quien fuera la demandante con fundamento en los artículos 63 y 64 E.T. a efectos de desconocerle los costos por destrucción de inventarios.

En esta sentencia, la Sala reiteró que los artículos 63 y 64 E.T. no eran el fundamento jurídico para invocar costos por destrucción de inventarios, pero consideró “que si el contribuyente está obligado por disposición legal a establecer el costo de los activos movibles por el sistema de inventarios permanentes, ésta sola circunstancia no es suficiente para rechazar los costos generados en la destrucción de inventarios, ya que si la medida tuvo su origen en disposiciones de tipo sanitario, de salubridad pública o por prácticas mercantiles usuales, tal expensa está autorizada de conformidad con el artículo 107 del E. T., teniendo en cuenta que si bien los bienes se encuentran en el inventario, no pueden ser comercializados.”

De manera que, a partir de esta última sentencia, la Sala ha reiterado
 que tratándose de activos movibles que tengan que ser retirados por vencimiento o destrucción y que, por tanto, no puedan ser comercializados de ninguna manera, su valor es admisible como expensa necesaria deducible, siempre y cuando se demuestre que el hecho ocurrió en el respectivo año gravable, y cumple los requisitos del artículo 107 E.T., esto es, que la expensa tiene relación de causalidad con la actividad productora de renta, es necesaria y proporcional, y además se acredite que tal deducción no ha sido reconocida por otros medios.

También ha precisado la Sala que aunque el criterio jurisprudencial que se trae a colación está referido a la procedencia del costo de ventas, las razones expuestas permiten considerar que cuando se solicita por medio de una deducción, no debe rechazarse si se demuestran los elementos de las expensas necesarias previstos en el artículo 107, ibídem, norma común para el reconocimiento de costos y deducciones
. 

En el marco anterior, se procede a analizar el caso concreto.

· Pavco, conforme con el certificado de existencia y representación legal, se dedica a la “fabricación, producción, procesamiento, transformación, elaboración, manufactura y comercialización de: A) toda clase de artículos, productos y materiales de cualquier naturaleza, propios de la industria de la construcción, B) productos plásticos en todas sus formas, C) productos químicos en general, y D) textiles, tapetes, empaques, pegantes, pisos y tubería de cualquier tipo o clase. (…) La compra, venta, permuta, arrendamiento, enajenación, importación, exportación, distribución, y en general, la comercialización de bienes muebles, herramientas, maquinaria y equipos propios de las industrias de la construcción, la química, los plásticos, los textiles, o los tapetes, así como sus accesorios y repuestos”
· Pavco destruyó parte del inventario propio de su empresa, tal como lo demostró, mediante las actas de destrucción de inventarios que obran en los folios 4462 a 4478 del cuaderno 17 de antecedentes administrativos.

En efecto, las actas dan cuenta de la destrucción de mercancías varias identificadas con los códigos de referencia y descritas de manera genérica como codos, tapones, hidrosellos, filtros, collares, elevadores geomecánicos, copas, uniones, válvulas, etc.

Las actas también dan cuenta de que la destrucción se motivó por el daño que sufrieron las mercancías en bodega, por cambio de tecnología y diseño (desuso), y por obsolescencia. 

Por último, las actas dan cuenta de que el costo total de las unidades destruidas ascendió a la suma de $174.839.792,05, es decir, es valor que fue llevado como costo por la empresa demandante.

Conforme con lo expuesto, y dado que la DIAN no cuestionó las actas de destrucción que obran como prueba en el expediente, la Sala considera que la deducción por $174.840.000 es procedente y, por tanto, confirmará la sentencia del a quo.

Del recurso de apelación de la demandante:

· De la deducción por retiro de propiedad, planta y equipo. Cuenta 531030. $8.309.478. De la deducción por donación de computadores al programa “Computadores para Educar”($3.106.961) y de la deducción por retiro de activos fijos por obsolescencia técnica ($5.202.517)

· De la deducción por donación de computadores al programa “Computadores para Educar”($3.106.961) 

La demandante alegó que el Tribunal aplicó el criterio de tarifa legal en la apreciación de la prueba sobre el valor de la donación hecha al programa “Computadores para Educar”. Que no tuvo en cuenta la contabilidad de la empresa demandante ni el certificado del revisor fiscal que dan cuenta del valor que tenían los computadores al momento de la donación.

La Sala confirmará la decisión del a quo, por las siguientes razones:

El artículo 125 E.T. [numeral 2] dispone que son deducibles las donaciones que hagan los contribuyentes del impuesto de renta que estén obligados a presentar la declaración de renta y complementarios dentro del país durante el año o período gravable, entre otras, a las asociaciones, corporaciones y fundaciones sin ánimo de lucro, cuyo objeto social y actividad correspondan al desarrollo de la educación.

Conforme con el inciso dos del artículo 125 E.T., “El valor a deducir por este concepto, en ningún caso podrá ser superior al treinta por ciento (30%) de la renta líquida del contribuyente, determinada antes de restar el valor de la donación (…)”, salvo las excepciones previstas en esa misma disposición.”

De su parte, el artículo 125-1 E.T. prevé que “Cuando la entidad beneficiaria de la donación que da derecho a deducción, sea alguna de las entidades consagradas en el numeral segundo del artículo 125, deberá reunir las siguientes condiciones:

1. Haber sido reconocida como persona jurídica sin ánimo de lucro y estar sometida en su funcionamiento a vigilancia oficial. 

2. Haber cumplido con la obligación de presentar la declaración de ingresos y patrimonio o de renta, según el caso, por el año inmediatamente anterior al de la donación. 

3. Manejar, en depósitos o inversiones en establecimientos financieros autorizados, los ingresos por donaciones.”  
En cuanto a las modalidades de las donaciones, el artículo 125-2 E.T. dispone que pueden ser donaciones de dinero, de títulos valores o de activos. En éste último caso, el valor de los activos se estimaba por el costo de adquisición más los ajustes por inflación efectuados hasta la fecha de la donación, menos las depreciaciones acumuladas hasta esa misma fecha.

Y, para su reconocimiento, el artículo 125-3 E.T. exige de una certificación de la entidad donataria, firmada por Revisor Fiscal o Contador, en donde conste la forma, el monto y la destinación de la donación, así como el cumplimiento de las condiciones señaladas en los artículos anteriores.

En el expediente obra la certificación a que alude el artículo 125-3 E.T., pero el demandante alegó que esa certificación está errada puesto que certificó que el monto de la donación fue de $0.

El Tribunal consideró que la deducción por la cuantía alegada en la demanda era improcedente, pues la mentada certificación daba cuenta de que el monto de la donación de los equipos donados ascendía a $0 y el demandante no aportó pruebas que demostraran el presunto error que cometió la entidad donataria.

Vista la prueba
, la Sala aprecia que el 28 de diciembre de 2001, el revisor fiscal del programa “Computadores para educar” certificó lo siguiente: 

“(…) 5. Que el día 24 de diciembre del 2001, recibimos de PAVCO S.A., con 860.005.060-1 (sic) a título de donación en especie los bienes descritos en la relación que se adjunta con el número de anexo uno (1) y número de líneas utilizadas once (11); y certificación expedida por el Revisor Fiscal del donante, la cual hace parte integral del presente documento, avaluando los bienes en: CERO PESOS M/CTE ($0,oo). Los bienes donados están destinados al desarrollo del programa Computadores para Educar de conformidad con lo dispuesto en el decreto 2324 de 2000 (…)”

Fíjese que la certificación da cuenta de que el valor de la donación se tomó, a su vez, de cierto certificado del revisor fiscal de PAVCO, pero dicho certificado no está en el expediente. Obra, en cambio, la copia de un certificado del revisor fiscal de PAVCO, pero del 2 de agosto de 2004 (tres años después) que certifica “Que el valor en libros al momento de la donación era de $3.106.961 y que éste valor era igual al costo fiscal”
La Sala le dará crédito a la certificación del revisor fiscal de la asociación
 “Computadores para Educar”, o sea, la que certificó que el valor de la donación fue de “cero pesos” por cuanto se fundamentó en cierta certificación expedida por la propia empresa demandante en el año 2001. 

Si bien la certificación de PAVCO del año 2001 no se encuentra en el expediente, para la Sala, la certificación que aportó PAVCO en el año 2004, para probar el supuesto error que cometió la fundación sólo permite evidenciar una contradicción en lo que ha certificado la demandante. Y, en todo caso, la certificación del 2004 no prueba el supuesto error cometido por la entidad donataria porque esa certificación no detalla los comprobantes internos y externos que den certeza de que, en efecto, en el año 2001, fecha en que, se reitera, se hizo la donación, el valor de los bienes donados ascendían a $3.106.96, y no a $0 como  la entidad donataria lo certificó con fundamento en una certificación de la entidad donante, esto es, de PAVCO. Por lo tanto, no está probada la causal de nulidad por violación del artículo 777 E.T.

La Sala reitera que “Si bien el artículo 777 del Estatuto Tributario señala que la certificación de los contadores o revisores fiscales es suficiente para presentar en las oficinas de la Administración pruebas contables, la jurisprudencia ha precisado que para que estos certificados sean válidos como prueba contable deben llevar al convencimiento del hecho que se pretende probar, con sujeción a las normas que regulan el valor probatorio de la contabilidad; deben expresar si la contabilidad se lleva de acuerdo con las prescripciones legales; si los libros se encuentran registrados en la Cámara de Comercio; si las operaciones están respaldadas por comprobantes internos y externos, y si reflejan la situación financiera del ente económico”

Además, el artículo 125-3 E.T., se reitera, es el que exige, para la procedencia de la deducción por donación, de la certificación de la entidad donataria firmada por revisor fiscal o contador en la que conste, entre otros datos, el monto de la donación. Esta disposición no supone que nos encontremos ante un proscrito régimen probatorio de tarifa legal, puesto que dicho régimen supone “sujetar al juez a reglas abstractas preestablecidas, que le señalan la conclusión que forzosamente debe aceptar en presencia o por la ausencia de determinados medios de prueba”
.

La certificación del revisor fiscal de la entidad donataria, a que alude el artículo 125-3 E.T., en realidad, es mecanismo de control y prueba idónea para demostrar la procedencia de la deducción por donaciones ya que se fundamenta en la información suministrada por la entidad donante para que la autoridad tributaria pueda hacer el respectivo cruce de información y de verificación. Por lo tanto, involucra la constatación de varios hechos de los que pueden dar cuenta dos sujetos, la entidad donante y la entidad donataria. Si la información no coincide en virtud de la prueba suministrada, o no se aportan pruebas que permitan verificar la información suministrada por donante y donatario, lo pertinente es que se rechace la deducción, tal como lo hizo la DIAN y lo confirmó el a quo.

Además, si bien el artículo 125-3 E.T. puede restringir la libertad probatoria del contribuyente, la Corte Constitucional ha dicho que ese tipo de restricciones no violan la Constitución en virtud de los intereses generales que procuran tutelar ese tipo de medidas
. Por eso, no es extraño encontrar normas como el artículo 125-3 en todo el Estatuto Tributario. Otro típico caso es el de la factura con el cumplimiento de los requisitos legales, documento que se les exige a los contribuyentes como prueba de los costos y deducciones declarados [artículo 771-2 E.T.].

En síntesis, la exigencia legal de que ciertos actos o hechos u operaciones de relevancia jurídica deban constar en documentos formales no supone un régimen probatorio proscrito. Al contrario: es el que la ley y la razón imponen.

Por lo tanto, para la Sala, es improcedente la deducción por donación en cuantía de $3.106.961.

· Deducción por retiro de activos fijos por obsolescencia técnica. $5.202.517

Sobre la deducción por obsolescencia, la Sala ha precisado que “La depreciación de los bienes usados en actividades productoras de renta la causa el desgaste o deterioro normal por el uso de un bien o por obsolescencia, y atiende a la necesidad de reconocer racionalmente y en forma sistemática el costo del activo utilizado en la actividad productora de renta. Por lo tanto, los activos destinados al negocio o actividad rentable son objeto de la depreciación durante la vida útil de esos bienes (…)”

La Sala también ha precisado la interpretación de los artículos 128, 129 y 138 E.T. en el sentido de indicar que “el artículo 138 exige la autorización previa del Director de Impuestos y Aduanas Nacionales, si el contribuyente estima que la vida útil fijada en el reglamento no corresponde a la realidad de su caso particular; por ejemplo, si considera que un determinado bien no tiene una vida útil de 10 años, sino menso, debe solicitar previa autorización del Director de Impuestos Nacionales para fijar una vida útil menor”

De manera que, se reitera, “los artículos 128 y 138 regulan situaciones diferentes. El artículo 138 contempla diversos eventos que harían que la vida útil efectiva del bien varíe, ya sea porque ésta se incremente o disminuya, eventos en los que se hace indispensable la formulación de petición sustentada ante el Director de la DIAN.”

Situación diferente es la regulada en el artículo 128, que acepta la deducibilidad de la depreciación causada por el desgaste o deterioro normal o por obsolescencia, concepto que define el artículo 129 ib.

Así, para la solicitud de la deducción por depreciación u obsolescencia no se requiere de autorización alguna, basta con aplicar las alícuotas que determina el reglamento en el caso de la depreciación, o probar las circunstancias que determinen clara y evidentemente la necesidad de abandonar el bien por obsolescencia” 

En el caso concreto, la demandante alegó que no pretendió utilizar una vida útil diferente a la que le corresponde al activo fijo. Simplemente, que tales activos quedaron obsoletos y que, por eso, incluyó la deducción por este concepto en el denuncio de renta.

La DIAN, en cambio, puso de presente que en el documento “Costo del activo por centro de costos”, que figura en el folio 4269 del expediente, constató que la demandante registró, en la columna del costo neto, un total de $4.872.257,85 que corresponde a “un complemento línea diámetro”, y un total de $330.259 que corresponde a un teclado LRLOK modelo KBT-0031/00. Que, así mismo, en la columna de “Depreciación histórica acumulada y Depreciación acumulada ajustada” se registró la depreciación de los citados activos. Que, por lo tanto, lo que pretendió la demandante fue solicitar todo el saldo pendiente en el año 2001, lo que implicó emplear una vida útil distinta a la que tenía y que se había tenido en cuenta en el cálculo del registro contable.

La Sala halla la razón a la DIAN por cuanto, verificada la prueba que valoró la DIAN, la Sala advierte que es acertada la valoración que hizo esa entidad. Además, también es cierto que la demandante se limitó a cuestionar la interpretación del artículo 138 E.T. y a alegar que lo que en realidad pretendía era deducir el retiro del activo por obsolescencia, pero sin probar esa obsolescencia. De manera que, la Sala reitera que si bien para la deducción por obsolescencia no se requiere de la autorización previa de la DIAN, si se requiere que el demandante pruebe las circunstancias que determinen clara y evidentemente la necesidad de abandonar el bien por obsolescencia, pruebas que no reposan en el expediente. Por lo tanto, es improcedente la deducción por retiro de activos fijos por obsolescencia técnica en cuantía de $5.202.517

Del recurso de apelación por conceptos comunes a ambas partes. 

· De la deducción por pagos de afiliaciones y contribuciones a gremios, publicaciones, Cámara de Comercio, ICONTEC, Superintendencia de Valores  y otros
. $65.546.976.

La Sala parte por precisar que la DIAN glosó las siguientes cuentas de la demandante:

	CUENTA 522510. AFILIACIONES 

	 $                  26.084.259,00 

	CUENTA 512510. AFILIACIONES

	 $                  11.551.779,00 

	CUENTA 512505. CONTRIBUCIONES

	 $                  28.517.938,00 


En dichas cuentas la demandante registró los pagos por afiliaciones y contribuciones a ciertos gremios, la afiliación a publicaciones, la afiliación a la cámara de comercio de Cali y de Bogotá
, la contribución a la Superintendencia de Valores, los pagos hechos a ICONTEC y a otras empresas (Covinoc, Computec y Provicrédito). 

La demandante aportó prueba de los pagos hechos en las siguientes cuantías
:

[image: image1.emf]CONCEPTO VALOR CONCEPTO VALOR CONCEPTO VALOR

CAMARA DE CIO CALI 76.000,00 $                              Cecodes 2.231.460,00 $                       CAMARA DE CIO BOG 73.500,00 $             

El Tiempo 110.000,00 $                            Cecodes 2.231.460,00 $                       CAMARA DE CIO BOG $ 607.000,00

Computec 500.000,00 $                            Cecodes 2.231.460,00 $                       LEGISLA ECONÓMICA 210.000,00 $           

Provicredito 4.462.709,00 $                        Cecodes 2.231.460,00 $                       DISPUBLICACIONES 312.500,00 $           

Acodal 2.411.000,00 $                        Camacol 776.000,00 $                          Provicredito 1.186.289,00 $       

Acodal 312.000,00 $                            Camacol 776.000,00 $                          Acoplasticos 4.400.000,00 $       

Acodal 95.000,00 $                              Camacol 776.000,00 $                          ICIPC 1.006.245,00 $       

Acodal 156.000,00 $                            Camacol 776.000,00 $                          ICIPC 1.006.245,00 $       

Acodal 160.000,00 $                            Camacol 388.000,00 $                          ICONTEC 2.750.000,00 $       

Acoplasticos 4.400.000,00 $                        SUPERVALORES 16.100.098,00 $                    TOTAL 11.551.779,00 $     

Acoplasticos 4.400.000,00 $                        TOTAL 28.517.938,00 $                   

Acoplasticos 4.400.000,00 $                       

Camacol 776.000,00 $                           

Camacol Atl 1.308.000,00 $                       

Camacol Atl 1.188.000,00 $                       

Camacol valle 150.000,00 $                           

Covinoc 200.000,00 $                           

Soc. Col de Geot 121.550,00 $                           

Andi 858.000,00 $                           

TOTAL 26.084.259,00 $                     

CUENTA 512510. AFILIACIONES

11.551.779,00 $                                                    

CUENTA 522510. AFILIACIONES

 $                                                                         26.084.259,00 

CUENTA 512505. CONTRIBUCIONES

 $                                                                28.517.938,00 


El Tribunal declaró la nulidad parcial de los actos administrativos demandados puesto que, en la parte considerativa de la sentencia
, aceptó los costos por destrucción de inventarios y la deducción de los pagos que aparecen sombreados en el cuadro que antecede, con destino a la Superintendencia de Valores, CECODES, CAMACOL e ICONTEC. Los demás pagos los rechazó. Sin embargo, en la liquidación del impuesto que propuso, se aprecia que materializó el reconocimiento de los costos por destrucción de inventarios y la deducción por pagos hechos a la Superintendencia de Valores, únicamente.
 

La Sala confirmará la declaratoria de nulidad parcial que dictó el Tribunal, pero modificará el restablecimiento del derecho, por las razones que pasan a exponerse, en el sentido de formular otra liquidación del impuesto de renta que incluirá, además del reconocimiento de los costos por destrucción de inventarios, la deducción por pagos hechos a la Superintendencia de Valores, los pagos por afiliaciones y contribuciones a gremios, a CECODES, ICONTEC, Cámara de Comercio de Bogotá y Cali, Covinoc, Computec y Provicrédito. No incluirá la deducción por pagos hechos a afiliaciones a publicaciones.

· De los pagos hechos por afiliaciones a publicaciones:

La Sala considera que se debe confirmar el rechazo de los pagos hechos por las afiliaciones a las publicaciones ($632.500)
 porque ha sido del criterio de que tales expensas no reúnen los requisitos de causalidad, necesidad y proporcionalidad a que alude el artículo 107 E.T. No son expensas necesarias porque la empresa demandante no está conminada a suscribirse a tales medios de información y, por lo mismo, no se ve cómo puedan incidir esas suscripciones en la actividad productora de la empresa.

· Deducción por pagos hechos por concepto de afiliaciones y contribuciones a gremios 
Las partes, en lo que les fue desfavorable, pidieron que se revisara la sentencia del a quo en cuanto aceptó unas expensas
 y rechazó las siguientes expensas por concepto de afiliaciones y contribuciones a los gremios y otras instituciones:
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CUENTA 522510. AFILIACIONES

CUENTA 512505. CONTRIBUCIONES

CUENTA 512510. AFILIACIONES





11.551.779,00

$                                                   

 


El Tribunal rechazo ciertas expensas como deducibles porque para halló que no cumplían los requisitos del artículo 107 E.T., Aceptó otras, porque determinó que sí cumplían los requisitos en mención.

En lo que les fue desfavorable, las partes alegaron que esos requisitos se cumplían o no se cumplían, según la posición jurídica que defendieron.
Concretamente, la empresa demandante apeló por el rechazo de la deducción. Alegó que los pagos hechos sí son deducibles porque los gremios a los que está afiliada PAVCO S.A. representan un respaldo para la empresa en cuanto le suministran cierto tipo de servicios que le reportan grandes beneficios que coadyuvan a la actividad productora de renta.

Así, explicó que la afiliación a ACODAL ―Asociación Colombiana de Ingeniería Sanitaria y Ambiental― y a la Sociedad Colombiana de Geotécnica, guarda estrecha relación con la actividad económica de la empresa, porque esos gremios le permiten tener acceso inmediato a información especializada, en las áreas de la economía en que PAVCO S.A. se desarrolla empresarialmente.

Puso de presente que PAVCO S.A. es una sociedad comercial que desde hace casi 50 años desarrolla los negocios en los ramos de la construcción, infraestructura y sector agrícola, con soluciones integrales en tubosistemas para el manejo y control de fluidos, geosistemas para obras viables, de infraestructura, ambientales y civiles. Que, por lo tanto, la afiliación a los mentados gremios coadyuvan a la actividad productora de la empresa.

En cuanto a ACOPLÁSTICOS ―Asociación Colombiana de Ingeniería Sanitaria y Ambiental― y el Instituto Nacional de Capacitación e Investigación del Plástico y el Caucho, dijo la demandante que los productos que comercializa PAVCO S.A. se fabrican a partir de materias primas de plástico y caucho. Que ese solo hecho es suficiente para admitir la expensa como deducible.

Y, respecto de la afiliación a la Asociación Nacional de Industriales ―ANDI― destacó que era el gremio vocero de los intereses de la empresa privada ante entidades nacionales y extranjeras que se ocupan de asuntos económicos, jurídicos, sociales, ambientales y otros de carácter empresarial. Que, igualmente, interviene ante las ramas legislativa y ejecutiva del poder público para contribuir en la expedición de normas de conveniencia nacional, y asesora e informa a los afiliados en materias relacionadas con la actividad empresarial en procura de orientar su gestión y armonizar las relaciones con la comunidad. Que, por eso, afiliarse a ese gremio coadyuva a la productividad de la empresa.

La DIAN se limitó a reiterar que los pagos a gremios no eran deducibles porque no cumplían los requisitos del artículo 107 E.T. 

Para decidir, la Sala considera pertinente partir de lo que ha dicho respecto de los requisitos previstos en el artículo 107 E.T., y que se deben cumplir para tener una expensa como deducible
.

Respecto del requisito de relación de causalidad, la Sala ha dicho que “la relación de causalidad significa que los gastos deben guardar una relación causal, de origen-efecto, con la actividad u ocupación que le genera la renta al contribuyente. Esa relación, vínculo o correspondencia debe establecerse entre la expensa (costo o gasto) y la actividad que desarrolla el objeto social (principal o secundario) pero que en todo caso le produce la renta, de manera que sin aquella no es posible obtenerla y que en términos de otras áreas del derecho se conoce como nexo causal o relación causa–efecto.
”

Fíjese que el precedente judicial citado restringe la deducción del costo o del gasto a que haya una relación de causalidad entre la expensa y el ingreso. 

En una posición un poco más amplia, la Sala consideró
 que por relación de causalidad debe entenderse la conexidad que existe entre el gasto (causa) realizado en cualquier actividad generadora de renta por el contribuyente durante el año o período gravable, con la actividad generadora de renta, o mejor, con la productividad de la empresa, conexidad que se mide por la injerencia (nexo) que tiene el gasto en dicha actividad y, por ende, en dicha productividad (efecto)
. 

La Sala precisó que el artículo 107 del E.T
 no exige que, a instancia del gasto, se genere un ingreso, lo que exige es que tenga relación de causa y efecto, pero no como gasto-ingreso, sino como gasto-actividad (productividad). Por eso, la Sala consideró que la injerencia que tiene el gasto en la productividad puede probarse con el ingreso obtenido, pero que esa no necesariamente era la única prueba de la injerencia.
Por supuesto, esa circunstancia de hecho hace más complejo el reconocimiento de la deducción a favor de los contribuyentes, por la prueba que, en cada caso, le correspondería aportar a quien la alega.

En cuanto a los requisitos de la necesidad y la proporcionalidad de la expensa, la Sala ha sido del criterio uniforme de que estos requisitos deben medirse con criterio comercial, porque así lo dispone el artículo 107 del E.T.

Sin embargo, valorar si una expensa es necesaria “con criterio comercial” no ha resultado sencillo.

De hecho, del precedente judicial de la Sección Cuarta se aprecia que la Sala ha acudido a una serie de calificativos frente a las expensas para rechazarlas ora porque son meramente útiles y convenientes pero no son necesarias, ora porque son superfluas o suntuarias, ora porque no son forzosas sino de mera liberalidad; o para aceptarlas porque tienen una injerencia positiva en la productividad de la empresa

También ha acudido a criterios auxiliares como la obligatoriedad de la expensa en virtud de disposición legal, o en virtud del cumplimiento de obligaciones empresariales, o porque, simple y llanamente, la expensa se hace por costumbre mercantil, pues dada la particularidad y complejidad de cada caso, los criterios generales que orientan al juez para dictaminar si la expensa es normalmente acostumbrada en el mercado que le es propio no resultan absolutamente objetivos y fáciles de aplicar. De ahí que la Sala haya dicho que el contribuyente debe probar que la expensa era forzosa y que repercutió o tuvo injerencia en la productividad de la empresa.

Habida cuenta de que el “criterio comercial” implica partir de lo “normalmente acostumbrado” en la práctica mercantil, la Sala precisó que la prueba se debería encauzar a demostrar que hay empresas que realizan determinada actividad, como la que ejerce el contribuyente que invoca la deducción, y que incurren en las mismas expensas de manera forzosa. Y, que lo forzoso puede devenir del cumplimiento de obligaciones legales, del cumplimiento de obligaciones empresariales
 o de la costumbre mercantil, en éste último caso, como “Hábito, modo habitual de obrar o proceder establecido por tradición o por la repetición de los mismos actos y que puede llegar a adquirir fuerza de precepto.”
 y que, en todo caso, debe probarse
. Que, por lo tanto, la expensa será deducible si cumple el criterio de necesidad atendiendo a cualquiera de las circunstancias descritas.

En ese contexto, se torna compleja la valoración que le corresponde hacer al juez respecto de cada expensa que los contribuyentes llevan en sus denuncios de renta como deducibles, pues el artículo 107 E.T. lo conmina a valorar las expensas con criterio comercial, de tal manera que, el juicio, discernimiento, parecer o dictamen que haga debe estar justificado. 

En la práctica judicial se aprecia que, normalmente, los demandantes aportan las pruebas del pago de la expensa. Prueba que, generalmente, no resulta suficiente. En el mejor de los casos, aportan las pruebas que demuestran la injerencia o repercusión que tuvo la expensa en el ingreso o en la actividad productiva de la empresa, o, por lo menos, las partes en el proceso se fundamentan en las máximas o reglas de la experiencia, esto es, aquellas reglas que orientan el criterio del juzgador directamente o indirectamente
. 

En el caso de las expensas hechas por afiliaciones a gremios, lo corriente es que no se aporte la prueba de la injerencia o repercusión de la expensa en la actividad productiva de la empresa. Lo común es que se apele a argumentos que expliquen la naturaleza del gremio, la relación que tiene ese gremio con la empresa y los beneficios que podrían derivarse de estar afiliados a esas instituciones.

El precedente judicial de la Sección Cuarta ha reiterado que tales expensas no son deducibles
, porque no llevaron al convencimiento de que la expensa cumplía los requisitos que exige el artículo 107 E.T. Como se vio, las sentencias se valieron de criterios auxiliares, como los que se precisaron anteriormente.

En esta oportunidad, la Sala precisa que cuando el juez debe decidir con fundamento en normas contentivas de conceptos jurídicos indeterminados, como los previstos en el artículo 107 E.T., debe partir del presupuesto de que ese tipo de normas de textura abierta le dan a la administración un “margen de apreciación”
 no muy amplio, dentro del “halo conceptual” que le permite elegir la decisión que se ajuste a la norma de donde deriva la competencia.

Para resolver el caso concreto, y con fundamento en la técnica de control del “margen de apreciación” de los conceptos jurídicos indeterminados de necesidad, causalidad y proporcionalidad, la Sala estima que los actos administrativos demandados erraron al no considerar como deducibles las expensas hechas por el demandante por concepto de las afiliaciones y las contribuciones a la ANDI, CAMACOL, ACODAL, ACOPLÁSTICOS. En cambio, la Sala considera que sí son deducibles, porque esos pagos se fundamentan en las buenas prácticas empresariales que se han venido generalizado y ejecutando de manera notoria al punto que el mismo legislador ya las trata como expensas deducibles.

En efecto, el artículo 57 de la Ley 1430 de 2010, que modificó el artículo 116 del E.T., dispuso en el parágrafo que “Las cuotas de afiliación pagadas a los gremios serán deducibles del impuesto de renta”.
No se trata de que en este fallo se aplique de manera retroactiva la Ley 1430 de 2010. Se trata, simplemente, de admitir que la citada ley tuvo en cuenta la práctica inveterada de las empresas de afiliarse a los gremios propios de la rama industrial, comercial o de servicios a la que pertenecen y convirtió en deducibles las cuotas pagadas para ese efecto.
De manera que, en esta oportunidad, la Sala encuentra que está demostrado no solo el pago de la expensa, sino también, lo relevante que es para la actividad productiva de PAVCO S.A. el hecho de estar afiliado a los gremios citados, pues visto el objeto social de PAVCO y el de los gremios, se puede concluir, con criterio comercial, que las expensas hechas a esos gremios repercuten en la actividad productiva de la demandante. 
Prospera el cargo de la apelación de la demandante.

Por las mismas razones, la Sala considera que no debe prosperar el recurso de apelación de la DIAN en cuanto cuestionó que el Tribunal aceptara como deducibles las expensas hechas a la Cámara Colombiana de la Construcción, CAMACOL, puesto que CAMACOL es un gremio que impulsa el desarrollo competitivo de la construcción en Colombia, área en la que PAVCO S.A. orienta su actividad productiva. 

Lo dicho también permite aceptar como deducción las expensas hechas por contribuciones al Instituto Nacional de Capacitación e Investigación del Plástico y el Caucho, a la Sociedad Colombiana de Geotecnología, a la Asociación Colombiana de Ingeniería Sanitaria y Ambiental y al Consejo Empresarial Colombiano para el Desarrollo Sostenible.

En efecto, el Instituto Nacional de Capacitación e Investigación del Plástico y el Caucho ―ICPIC, es una fundación sin ánimo de lucro que contribuye efectivamente al incremento de la competitividad y productividad de las empresas del sector, pues se dedica al entrenamiento de técnicos, ingenieros y expertos, y a la investigación aplicada en el procesamiento de plástico y caucho.

La Sociedad Colombiana de Geotecnología, fundación creada en 1971, fomenta, entre otras actividades, el estudio, el conocimiento y el mejoramiento de las disciplinas relativas a la geotecnia
, especialmente en proyectos de interés nacional.
 En esa medida, dado que, de conformidad con el objeto social, PAVCO S.A. fabrica, produce, procesa, transforma, elabora, manufactura y comercializa toda clase de artículos, productos y materiales de cualquier naturaleza, propios de la industria de la construcción, la Sala considera, con criterio comercial, que existe nexo causal entre la actividad productora de la empresa y las expensas hechas por concepto de contribución a la Sociedad Colombiana de Geotecnología.

Y CECODES, es una asociación que reúne a 200 compañías líderes en el mundo, unidas por el compromiso con el desarrollo sostenible a través de sus tres pilares: crecimiento económico, balance ecológico y progreso social
, lo que redunda en la actividad productiva de cualquier empresa. 

Por tanto, las expensas hechas a las mentadas instituciones también son deducibles.

· De la deducción del pago hecho a la Cámara de Comercio. $149.500.

[image: image3.wmf]CONCEPTO

VALOR

CAMARA DE CIO CALI

76.000,00

$                            

 

CONCEPTO

VALOR

CAMARA DE CIO BOG

73.500,00

$                            

 

TOTAL

149.500,00

$                          

 

CUENTA 512510. AFILIACIONES

11.551.779,00

$                                                                        

 

CUENTA 522510. AFILIACIONES

 $                                                                         26.084.259,00 


Sobre el particular, la Sala reitera
 que los pagos realizados a la Cámara de Comercio por cuenta de registro mercantil y renovación de matrícula son deducibles por ser erogaciones obligatorias para el funcionamiento normal de la sociedad, al tenor de lo dispuesto por los artículos 28 y 33 del Código de Comercio
, y el artículo 1° del Decreto Reglamentario 668 de 1989
.

En la sentencia citada se precisó que tales expensas tienen relación de causalidad porque “(…) forman parte de los egresos realizados en cumplimiento de disposiciones legales de carácter obligatorio para desarrollar el objeto social,  siendo además necesarias para dar cumplimiento a lo requerido por los artículos 28 y 33 del Código de Comercio y proporcional por cuanto la tarifa es determinada por autoridad competente y no por el albedrío de los comerciantes, de donde cumple con los presupuestos del citado artículo, ya que (…), si bien no posee relación directa con el ingreso obtenido forma parte de las expensas necesarias, por ser indispensable para el funcionamiento de la sociedad. (…)”

En el caso concreto, PAVCO S.A. llevó como deducción los pagos
  hechos a las cámaras de comercio de Cali y de Bogotá que se hicieron por concepto de afiliaciones.

El artículo 92 del Código de Comercio
 faculta a los comerciantes que hayan cumplido y estén cumpliendo los deberes de comerciante a afiliarse a las cámaras de comercio para obtener ciertos beneficios, como certificados gratuitos, que facilitan la labor de la empresa. En ese entendido, para la Sala, esas expensas coadyuvan a la actividad productora de la empresa. Por lo tanto, la deducción por $149.500 es procedente.

· De la deducción de la Contribución a la Superintendencia de Valores. $16.100.098

En la apelación, la apoderada de la DIAN alegó que la deducción de la contribución a la Superintendencia de Valores es procedente porque los costos y gastos que se pueden detraer de la renta son taxativos.

La Sala despacha desfavorablemente el cargo de la apelación porque la apoderada de la DIAN no controvirtió las razones que fundamentaron la decisión del a quo respecto de la deducción aludida. En efecto, el Tribunal consideró que la deducción era procedente con fundamento en los numerales 4 y 5 del artículo 337 del Estatuto Orgánico del Sistema financiero (artículos 40 y 41 de la Ley 510 de 1999) que regularon las contribuciones impuestas a las entidades vigiladas por la Superintendencia, como una contribución necesaria para ejecutar la actividad productora de renta puesto que es obligatoria por disposición de la ley.

De otra parte, no es cierto que los costos y gastos sean taxativos. Por el contrario, la legislación tributaria regula de manera enunciativa, en el artículo 107 E.T., que son deducibles todas aquellas expensas que sean necesarias, proporcionales y que guarden relación de causalidad con la actividad productora de las empresas.

Además, la Sala reitera
 que los pagos hechos a las Superintendencias por contribuciones hechas a entidades de control como, por ejemplo, la que se paga a la Superintendencia de Sociedades, o, como en este caso, la que se pagó a la Superintendencia de Valores, son deducibles porque son necesarias y tienen relación de causalidad con la actividad productora de la empresa. 

En consecuencia, es procedente la deducción en cuantía de $16.100.098.
· De la deducción por el pago hecho por concepto de la afiliación a INCONTEC. $2.750.000

Sobre este tipo de expensas, la Sala reitera
 que El ICONTEC
 es un organismo privado, sin ánimo de lucro, integrado, con el carácter de afiliados voluntarios, por más de 1300 empresas industriales, comerciales y financieras, entidades de servicio públicas y privadas, asociaciones y federaciones, gremios de la producción, asociaciones profesionales e instituciones educativas y tecnológicas.
Conforme con el Decreto 2269 de 1993, es el único Organismo Nacional de Normalización y Certificación. Además, fue acreditado por la Superintendencia de Industria y Comercio, mediante la resolución 2330 del primero de noviembre de 1994, para certificar la calidad de todos los productos del sector industrial: Sello de Calidad o Sello de Conformidad con Norma Técnica Colombiana; y de los sistemas de calidad.

Pues bien, la Normalización, al tenor del artículo 2 del Decreto 2266  de 1993, es aquella actividad que establece soluciones para aplicaciones repetitivas y comunes, con el objeto de lograr un grado óptimo de orden en un contexto dado. En particular, consiste en la elaboración, la adopción y la publicación de las normas técnicas de cada sector.

La Certificación, por su parte, de conformidad con el literal k) del artículo 2 del Decreto 2266 de 1993, es el procedimiento mediante el cual un tercero da constancia por escrito o por medio de un sello de conformidad de que un producto, un proceso o un servicio cumple los requisitos especificados en el reglamento.

Por eso, el Certificado de Conformidad es el documento emitido de acuerdo con las reglas de un sistema de certificación, en el que se manifiesta la adecuada confianza de que un producto, proceso o servicio debidamente identificado está conforme con una norma técnica u otro documento normativo específico
Las reglas sobre la normalización, certificación y estándares de calidad se aplican en el país como mecanismos para mejorar la competitividad a nivel mundial y, por eso, se fundamentan en las reglas de normalización y certificación mundiales. En esas condiciones, la normalización y la certificación son presupuestos necesarios para introducir al mercado mundial los bienes objeto de comercio, en pro del desarrollo económico del país.

Por lo tanto, para la Sala, el pago que hizo la demandante al ICONTEC tiene relación de causalidad con la actividad productora de la empresa, pues optimiza la disposición del producto que comercializa en condiciones de tal calidad que le permitan acceder a varios mercados para producir más renta. No sólo son necesarios, sino obligatorios, pues como política gubernamental del Estado Colombiano, a las empresas se les exige estar acorde con esas políticas de calidad. 

Se confirma la decisión del Tribunal, no prospera el recurso de apelación de la DIAN. En consecuencia, es procedente la deducción por $2.750.000 pagados al ICONTEC.

· De la deducción por los pagos hechos a COVINOC, COMPUTEC Y PROVICRÉDITO.

La empresa demandante considera que se deben aceptar como deducibles los pagos hechos a Computec S.A. que maneja el sistema Datacrédito, que debe ser consultado por razones de prudencia, en caso que vaya a otorgar condiciones especiales de pago a un cliente. Que Covinoc es una corporación especializada en logística de crédito y cobranzas, a la que acude PAVCO S.A. para recuperar cartera comercial. Y, que Provicrédito S.a. es una empresa de abogados que, previa afiliación, permite prepagar procesos de recuperación de cartera en forma confiable.

La Sala considera que los gastos hechos por afiliaciones a estas instituciones también son deducibles por cuanto con la afiliación PAVCO S.A. procura mantener una información fidedigna sobre los clientes a los que les puede brindar crédito con ciertas garantías de confiabilidad, lo que permite salvaguardar los recursos derivados de la actividad productiva de la empresa. Luego, está probada la relación de causalidad. Son necesarios porque se derivan de la obligación que tiene la empresa de velar por los ingresos de la empresa. También son proporcionales respecto de los ingresos que reportó la empresa en su denuncio de renta

De la Sanción por inexactitud

La demandante alegó que la sanción es improcedente ora por falta de pruebas ora por diferencia de criterios con la DIAN.

Sobre el particular, la Sala reitera que la sanción prevista en el artículo 647 del E.T. se impone cuando se incluyen costos, deducciones, descuentos, exenciones, pasivos, impuestos descontables, retenciones o anticipos inexistentes. Y, que para que se perfeccione la infracción, la inclusión se debe ejecutar con el propósito de obtener un provecho que se traduce en el menor pago de impuestos o en la determinación de un mayor saldo a favor.

Asimismo, reitera que el adjetivo inexistente debe entenderse en sus dos acepciones: como adjetivo relativo a aquello que carece de existencia; y como adjetivo relativo a aquello que, si bien existe, se considera totalmente nulo, porque es “Falto de valor y fuerza para obligar o tener efecto, por ser contrario a las leyes, o por carecer de las solemnidades que se requieren en la sustancia o en el modo.
De ahí que el artículo 647 del E.T. prevea que, en general, lo que se quiere sancionar es la utilización en las declaraciones tributarias, o en los informes suministrados a las Oficinas de Impuestos, de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados, puesto que todos estos adjetivos, en últimas, implican la inexistencia de los egresos que se llevan como costo, deducción, descuento, exención, pasivo, impuesto descontable, retención o anticipo, sin serlo, por una de las siguientes razones: o porque en realidad no existen esos egresos; o porque, aún existiendo, no se probaron; o porque, aún probados, no se subsumen en ningún precepto jurídico del Estatuto Tributario que les de valor y fuerza para tener el efecto invocado, por carecer de las solemnidades que exige dicho estatuto para darles la calidad de tales, a menos que, en éste último caso, se verifique la interpretación errónea por parte del contribuyente que lo haya inducido a apreciar de manera errónea la norma y a subsumir los hechos económicos declarados en la misma.

Ahora bien, la Sala también precisa que para imponer la sanción por inexactitud no se requiere probar que el contribuyente haya actuado con intención dolosa o culposa, pues la infracción se tipifica simplemente por el resultado de la acción u omisión: la inclusión, por error de interpretación, de hechos económicos y de la subsunción de los mismos en la norma que se invoca para amparar el beneficio. 

Por lo tanto, no le asiste razón a la demandante cuando precisa que para imponer la sanción por inexactitud, la autoridad tributaria debe probar que el contribuyente incluyó datos falsos con el ánimo de defraudar al Estado, pues, como se precisó, ese es tan sólo uno de los hechos que tipifica la norma como infracción. No es necesario pues, que se compruebe el dolo con que actuó el contribuyente.

En efecto, la Sala reitera que en materia tributaria se aplican los principios y garantías propios del derecho punitivo, pero de manera restrictiva, pues el Estado también debe procurar garantizar el interés general que se promueve con su imposición. En garantía del principio de inocencia, está la obligación de la autoridad tributaria de encuadrar la conducta en la infracción descrita en la norma. Ese hecho autoriza la sanción.

Como se pudo apreciar en el caso concreto, el rechazo de la deducción por donación no obedeció a diferencia de criterios entre la demandante y la DIAN, única razón para exonerar de la sanción conforme con el artículo 647 E.T. La deducción se rechazó porque la empresa demandante no demostró el supuesto error que tenía el certificado del revisor fiscal de la entidad donataria. Así mismo, la deducción por afiliaciones y publicaciones se rechazó porque la demandante no probó la injerencia de las expensas que hizo en la actividad productora de la empresa. El rechazo no lo motivó la diferencia de criterios en la interpretación del artículo 107 E.T. 

En esa medida, procede imponer la sanción por inexactitud por la inclusión de las deducciones improcedentes. Se reliquida conforme se indica a continuación.

Conforme con lo expuesto, la Sala confirmará la sentencia del a quo en cuanto declaró la nulidad parcial de los actos administrativos demandados, pero modificará el restablecimiento del derecho conforme con la siguiente liquidación:
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	DESCONOCIMIENTO DE COSTOS Y DEDUCCIONES
	
	

	LIQUIDACION

	CONCEPTOS
	RENG.
	LIQ.PRIVADA
	LIQ.DIAN.RECUR
	LIQ.TRIBUNAL
	LIQ.CONS.EST.

	 PATRIMONIO LIQUIDO 
	 AB 
	10.904.178.000
	10.904.178.000
	10.904.178.000
	10.904.178.000

	 DEPRECIAC.,AMORTIZAC.,AGOTAM. 
	 AC 
	7.834.970.000
	7.834.970.000
	7.834.970.000
	7.834.970.000

	 AUMENTO DE PATRIMONIO LIQUIDO 
	 AE 
	33.000
	33.000
	33.000
	33.000

	 CIFRA DE CONTROL 1 
	 SS 
	18.739.181.000
	18.739.181.000
	18.739.181.000
	18.739.148.000

	 ACCIONES Y APORTES 
	 AI 
	1.497.169.000
	1.497.169.000
	1.497.169.000
	1.497.169.000

	 ACTIVOS FIJOS 
	 AJ 
	12.643.215.000
	12.643.215.000
	12.643.215.000
	12.643.215.000

	 OTROS ACTIVOS NO MONETARIOS 
	 AL 
	94.883.000
	94.883.000
	94.883.000
	94.883.000

	 DISMINUCION DE PATRIMONIO LIQUIDO 
	 AM 
	113.948.000
	113.948.000
	113.948.000
	113.948.000

	 CIFRA DE CONTROL 2 
	 ST 
	14.349.215.000
	14.349.215.000
	14.349.215.000
	14.349.215.000

	 EFECT.,BCOS.,INVERS.MOBIL.,CTAS.POR COBRAR 
	 PA 
	39.270.485.000
	39.270.485.000
	39.270.485.000
	39.270.485.000

	 C/C CLIENTES 
	 PM 
	16.067.493.000
	16.067.493.000
	16.067.493.000
	16.067.493.000

	 OTRAS C/C 
	 PQ 
	9.972.794.000
	9.972.794.000
	9.972.794.000
	9.972.794.000

	 CUENTAS POR COBRAR CLIENTES , OTRAS CUENTAS POR COBRAR 
	 EQ 
	360.276.000
	360.276.000
	360.276.000
	360.276.000

	 ACCIONES Y APORTES 
	 PB 
	20.779.862.000
	20.779.862.000
	20.779.862.000
	20.779.862.000

	 INVENTARIOS 
	 PC 
	19.992.212.000
	19.992.212.000
	19.992.212.000
	19.992.212.000

	 ACTIVOS FIJOS NO DEPRECIABLES 
	 PW 
	14.629.686.000
	14.629.686.000
	14.629.686.000
	14.629.686.000

	 ACT. FIJOS DEPREC.,AMORTIZA., INTANGI. Y AGOTABLES 
	 EU 
	151.319.594.000
	151.319.594.000
	151.319.594.000
	151.319.594.000

	 MENOS: DEPRECIAC. ACUMULADA 
	 PE 
	111.695.539.000
	111.695.539.000
	111.695.539.000
	111.695.539.000

	 OTROS ACTIVOS 
	 PF 
	1.439.893.000
	1.439.893.000
	1.439.893.000
	1.439.893.000

	 TOTAL PATRIMONIO BRUTO 
	 PG 
	162.136.756.000
	162.136.756.000
	162.136.756.000
	162.136.756.000

	 CUENTAS POR PAGAR PROVEEDO. 
	 OA 
	4.555.481.000
	4.555.481.000
	4.555.481.000
	4.555.481.000

	 CTAS.POR PAGAR, CIAS.VINCUL. Y ACCIONISTAS O SOCIOS 
	 OB 
	918.679.000
	918.679.000
	918.679.000
	918.679.000

	 PASIVO LABORAL 
	 OW 
	2.033.988.000
	2.033.988.000
	2.033.988.000
	2.033.988.000

	 PREST.POR PAGAR SECTOR FINAN. 
	 OC 
	134.569.000
	134.569.000
	134.569.000
	134.569.000

	 IMPTOS, GRAVAMENES Y TASAS 
	 OX 
	1.084.575.000
	1.084.575.000
	1.084.575.000
	1.084.575.000

	 OTROS PASIVOS 
	 OI 
	3.423.718.000
	3.423.718.000
	3.423.718.000
	3.423.718.000

	 TOTAL PASIVO 
	 PH 
	12.151.010.000
	12.151.010.000
	12.151.010.000
	12.151.010.000

	 TOTAL PATRIMONIO LIQUIDO  
	 PI 
	149.985.746.000
	149.985.746.000
	149.985.746.000
	149.985.746.000

	 TOTAL PATRIM. LIQUIDO NEGAT. 
	 PL 
	-
	-
	-
	-

	 VENTAS BRUTAS 
	 IL 
	149.986.188.000
	149.986.188.000
	149.986.188.000
	149.986.188.000

	 SERVICIOS, HONOR. Y COMISIO. 
	 IS 
	2.469.456.000
	2.469.456.000
	2.469.456.000
	2.469.456.000

	 INTER.Y RENDIMIENTOS FINANC. 
	 IC 
	5.160.596.000
	5.160.596.000
	5.160.596.000
	5.160.596.000

	 DIVIDENDOS Y PARTICIPACIONES 
	 ID 
	5.795.815.000
	5.795.815.000
	5.795.815.000
	5.795.815.000

	 OTROS INGRESOS DISTINTOS DE LOS ANTERIORES 
	 IE 
	19.722.144.000
	19.722.144.000
	19.722.144.000
	19.722.144.000

	 TOTAL INGRESOS BRUTOS 
	 IV 
	183.134.199.000
	183.134.199.000
	183.134.199.000
	183.134.199.000

	 MENOS: DEVOL., DESTOS Y REBAJ. 
	 IR 
	3.350.021.000
	3.350.021.000
	3.350.021.000
	3.350.021.000

	 INGRESOS NO CONSTITUTIVO DE R 
	 
	
	
	
	

	 DIVIDENDOS Y PARTICIPACIONES 
	 IU 
	177.605.000
	177.605.000
	177.605.000
	177.605.000

	 OTROS INGRESOS 
	 IE 
	50.650.000
	50.650.000
	50.650.000
	50.650.000

	 TOTAL INGRESOS NETOS 
	 IG 
	179.555.923.000
	179.555.923.000
	179.555.923.000
	179.555.923.000

	 COSTOS DE VENTA (PARA SISTEMA PERMANENTE) 
	 CV 
	107.210.712.000
	107.035.872.000
	107.210.712.000
	107.210.712.000

	 OTROS COSTOS 
	 CG 
	15.794.808.000
	15.794.808.000
	15.794.808.000
	15.794.808.000

	 TOTAL COSTOS 
	 CT 
	123.005.520.000
	122.830.680.000
	123.005.520.000
	123.005.520.000

	 MAS: COMIS.,  HONOR. Y SERVIC. 
	 CE 
	1.017.152.000
	1.017.152.000
	1.017.152.000
	1.017.152.000

	 SALA.Y PRESTAC.,OTROS PAGOS LABOR.(INCLU. APORT.PARAF.) 
	 DC 
	11.799.381.000
	11.799.381.000
	11.799.381.000
	11.799.381.000

	 INTER.DEMAS GTOS.FINAN.NALES. 
	 DF 
	2.756.630.000
	2.756.630.000
	2.756.630.000
	2.756.630.000

	 GTOS.EFECTUADOS  EXTERIOR 
	 DH 
	1.818.480.000
	1.818.480.000
	1.818.480.000
	1.818.480.000

	 DEPREC., AMORTIZAC.,AGOTAM. 
	 DP 
	3.491.415.000
	3.491.415.000
	3.491.415.000
	3.491.415.000

	  OTRAS DEDUCC.(SERVICIOS, ARRENDAMIENTO, ETC.) 
	 CX 
	21.029.605.000
	20.955.749.000
	20.971.849.000
	21.016.263.000

	 TOTAL DEDUCCIONES 
	 DT 
	41.912.663.000
	41.838.807.000
	41.854.907.000
	41.899.321.000

	 RENTA LIQUIDA DEL EJERCICIO 
	 GJ 
	14.637.740.000
	14.886.436.000
	14.695.496.000
	14.651.082.000

	 COMPENSACION POR PERDIDAS 
	 GK 
	7.252.221.000
	7.252.221.000
	7.252.221.000
	7.252.221.000

	 RENTA LIQUIDA  
	 RA 
	7.385.519.000
	7.634.215.000
	7.443.275.000
	7.398.861.000

	 O PERDIDA LIQUIDA 
	 RB 
	-
	-
	-
	-

	 RENTA PRESUNTIVA 
	 RC 
	7.385.519.000
	7.385.519.000
	7.385.519.000
	7.385.519.000

	 LEY PAEZ 
	 EA 
	5.595.100.000
	5.595.100.000
	5.595.100.000
	5.595.100.000

	 TOTAL RENTAS EXENTAS 
	 ED 
	5.595.100.000
	5.595.100.000
	5.595.100.000
	5.595.100.000

	RENTA LIQUIDA GRAVABLE
	RE
	1.790.419.000
	2.039.115.000
	1.848.175.000
	1.803.761.000

	IMPUESTO SOBRE RENTA GRAV.
	LA
	626.647.000
	713.690.600
	646.861.600
	631.316.000

	DESCUENTO TRIBUTARIO
	 
	
	
	
	

	IVA PO BIENES DE CAPITAL
	 
	156.662.000
	156.662.000
	156.662.000
	156.662.000

	 IMPUESTO NETO DE RENTA 
	 LC 
	469.985.000
	557.028.000
	490.199.000
	474.654.000

	 IMPUESTO RECUPERADO 
	 LL 
	-
	-
	-
	-

	 TOTAL IMPUE. NETO DE RENTA 
	 LN 
	469.985.000
	557.028.000
	490.199.000
	474.654.000

	 TOT. IMP. A CARGO/IMP.GENER. POR OPERACIONES GRAV. 
	 FU 
	469.985.000
	557.028.000
	490.199.000
	474.654.000

	 RENDIMIENTOS FINANCIEROS 
	 MC 
	44.040.000
	44.040.000
	44.040.000
	44.040.000

	 
	 MG 
	160.000
	160.000
	160.000
	160.000

	 AUTORRETENCIONES 
	 MJ 
	4.031.177.000
	4.031.177.000
	4.031.177.000
	4.031.177.000

	 
	 
	373.000
	373.000
	373.000
	373.000

	 TOTAL RETENCI. AÑO GRAVABLE 
	 GR 
	4.075.750.000
	4.075.750.000
	4.075.750.000
	4.075.750.000

	 MAS: SANCIONES 
	 VS 
	-
	139.269.000
	32.342.000
	7.470.000

	 TOTAL SALDO A PAGAR 
	 HA 
	-
	-
	
	-

	 O TOTAL SALDO A FAVOR 
	 HB 
	3.605.765.000
	3.518.722.000
	3.585.551.000
	3.593.626.000


En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

FALLA

PRIMERO. CONFÍRMASE el numeral primero de la sentencia apelada. Y MODIFÍCASE el numeral segundo, así:

“SEGUNDO. En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, se generó por concepto del impuesto de Renta y complementarios por el año gravable 2001, un saldo a favor de la parte demandante de tres mil quinientos noventa y tres millones, seiscientos veintiséis mil pesos M/Cte ($3.593.626.000 M/cte), de conformidad con la liquidación inserta en la parte motiva de esta sentencia (páginas 40, 41 y 42).”

RECONÓCESE personería al abogado SEBASTIAN PINILLA MOGOLLÓN como apoderado de la DIAN
. 

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha

	HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS


	MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA



	JOSÉ ELBERT CASTAÑEDA DURÁN

CONJUEZ
	JESÚS MARINO OSPINA MENA

CONJUEZ



� Renglón CX . Otras deducciones. ($74.463.000 que comprende: $66.153.976 por concepto de afiliaciones, contribuciones y publicaciones, y $8.309.478, por retiro de activos). Sin embargo, en la resolución 310662005000020 del 17 de noviembre de 2005, que resolvió el recurso de reconsideración, la DIAN aceptó $607.000 por concepto de renovación de matrícula mercantil en la Cámara de comercio de Bogotá.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Consejera ponente: MARIA INÉS ORTIZ BARBOSA. Bogotá, D.C., septiembre veinticinco (25) de dos mil seis (2006). Radicación número: 25000-23-27-000-2003-00434-01(15032). Actor: EMPRESA COLOMBIANA DE PRODUCTOS VETERINARIOS S.A VECOL S.A. Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES. IMPUESTO DE RENTA -1999


� Idem 


� Ver, entre otras, CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA: (i)  C.P. Consejero ponente: JUAN ANGEL PALACIO HINCAPIE. Bogotá D.C., julio diecinueve (19) de dos mil siete (2007). Radicación número: 25000-23-27-000-2003-00024-01(15099). Actor: PRODUCTOS ROCHE INDUSTRIA QUÍMICA Y FARMACÉUTICA. Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES. (ii) HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá, D.C., 19 de agosto de 2010. Número de radicación: 25000-23-27-000-2006-00686-01. Número interno: 16750. Actor: CRISTALERÍA PELDAR S.A. Demandado: DIAN. (iii) Consejera ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA. Bogotá, D.C. diez (10) de marzo de dos mil once (2011). Radicación número: 25000-23-27-000-2006-00788-01(16966). Actor: GLAXO SMITHKLINE COLOMBIA S.A. Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES. (iv) Consejero ponente: WILLIAM GIRALDO GIRALDO. Bogotá D. C., diez (10) de  mayo de dos mil doce (2012). Radicación número: 76001-23-31-000-2007-01276-01(18006). Actor: BRISTOL MYERS SQUIBB DE COLOMBIA S.A. Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES.





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P.; HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá, D.C., 19 de agosto de 2010. Número de radicación: 25000-23-27-000-2006-00686-01. Número interno: 16750. Actor: CRISTALERÍA PELDAR S.A. Demandado: DIAN. 


� Folio 4291 c.a.a.


� Es una asociación integrada por la Presidencia de la República, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las comunicaciones, el Ministerio de Educación Nacional, el Fondo TIC y el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, para promover las TIC como un factor de desarrollo equitativo y sostenible en Colombia. http://www.computadoresparaeducar.gov.co/inicio/?q=node/27





� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Sentencia del (25) de de septiembre de dos mil ocho (2008). Expediente 2003 02203 01 (15255). M.P. Héctor J. Romero Díaz.


� Devis Echandía, Hernando, Compendio de derecho procesal, Pruebas Judiciales. Tomo II. Ed. ABC, Santafé de Bogotá, 1998, página 33, citado por López Blanco, Hernán Fabio. Procedimiento Civil Pruebas. Tomo III. DUPRE Editores, Bogotá, D,C. Colombia. 2001.


� Sentencia C-733 de 2003.


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Sentencia del treinta (30) de septiembre de dos mil diez (2010). Expediente 2004 02142 01 (17097). M.P. William Giraldo Giraldo.





� idem


� idem


� Renglón CX . Otras deducciones. ($74.463.000 que comprende: $66.153.976 por concepto de afiliaciones, contribuciones y publicaciones, y $8.309.478, por retiro de activos). Sin embargo, en la resolución 310662005000020 del 17 de noviembre de 2005, que resolvió el recurso de reconsideración, la DIAN aceptó $607.000 por concepto de renovación de matrícula mercantil en la Cámara de comercio de Bogotá.


� idem


� Folios 171 a 216


� Folios 391 y 392


� Folios 403 y 404.


� 


AFILIACIONES Y PUBLICACIONES�
�
CONCEPTO�
VALOR�
�
El Tiempo�
 $                           110.000,00 �
�
LEGISLA ECONÓMICA�
 $                           210.000,00 �
�
DISPUBLICACIONES�
 $                           312.500,00 �
�
TOTAL�
 $                           632.500,00 �
�



� Se reitera que el Tribunal aceptó como deducibles las expensas que se resaltan en el cuadro, y rechazó las demás.


� Se parte del análisis hecho por María del Pilar Abella Mancera y María Clara Montalvo Forero en: “El Criterio Comercial en la aceptación o rechazo de las expensas necesarias” y “Costos Imputables a la renta”, en: “Estudios Críticos de Jurisprudencia Tributaria”. ICDT. ERNST & YOUNG. Bogotá. Noviembre de 2011. Páginas 87 a 107 y 157 a 169.


� Entre otras, las sentencias (25, septiembre, 1998). Exp. 9018. C.P. Delio Gómez Leyva; (13, octubre,2005). Exp. 13631. C.P. Juan Ángel Palacio Hincapié; (2, agosto, 2006). Exp. 14549. C.P. Ligia López Díaz; (12, diciembre, 2007). Exp. 15856. C.P. María Inés Ortiz Barbosa y (24, Julio, 2008) Exp. 16302. C.P. Ligia López Díaz.


� Idem 21


�  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN  CUARTA. Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá, D.C., sentencias del Diez (10) de marzo de dos mil once (2011). Radicación:250002327000200600841-01.250002327000200600830-01.250002327000200601231-1.250002327000200700186-01. N° Interno: 17492, 17366, 17549, 17703 (ACUMULADOS). Demandante: HOCOL S.A. Demandado: U.A.E. DIAN.Y Radicación 25 000 2327 000 2005 01946 01. No Interno: 17075. Demandante: FILMETEX S.A.Demandado:  U.A.E. DIAN.





� Entre otras, ver sentencias de 25 de septiembre de 1998, exp. 9018, C.P.  Delio Gómez Leyva; de 13 de octubre de 2005, exp. 13631, C.P. Juan Ángel Palacio Hincapié; de 2 de agosto de 2006, exp. 14549, C.P. Ligia López Díaz; de 12 de diciembre de 2007, exp. 15856, C.P. María Inés Ortiz Barbosa; de 24 de julio de 2008, exp. 16302, C.P.  Ligia López Díaz y de 1 de octubre de 2009, exp -16286 C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 





� “E.T ARTICULO 107. LAS EXPENSAS NECESARIAS SON DEDUCIBLES. <Fuente original compilada: D. 2053/74 Art. 45> Son deducibles las expensas realizadas durante el año o período gravable en el desarrollo de cualquier actividad productora de renta, siempre que tengan relación de causalidad con las actividades productoras de renta y que sean necesarias y proporcionadas de acuerdo con cada actividad. 





La necesidad y proporcionalidad de las expensas debe determinarse con criterio comercial, teniendo en cuenta las normalmente acostumbradas en cada actividad y las limitaciones establecidas en los artículos siguientes.”





� María del Pillar Abella Macera Op. Cit. 21, cita las siguientes sentencias: “Consejo de Estado, Sección cuarta, sentencia del 13 de octubre de 2005, Exps. 13631 y 14122; sentencia de 3 de junio de 2010, Exp. 17037, sentencia de 26 de noviembre de 2009, Exp. 16877 y 13 de octubre de 2005, Exp. 14122, sentencia de 26 de octubre de 2009, Exp. 16767; Sentencia 13 de agosto de 2009; sentencia del 27 de mayo de 2010, Exp. 16800; sentencia del 7 de octubre de 2010, Exp. 16951; sentencia del 10 de marzo de 2011, Exp. 17075; sentencia del 11 de marzo de 2011, Exp. 17286.


� Obligaciones derivadas del contrato social o de constitución de la empresa y que se deben cumplir para sacarla adelante, para hacerla productiva y rentable y, por supuesto, para mantener esa productividad y rentabilidad.


� DRAE. Definición de Costumbre


� Artículos 8 y 9 del C.Co., 190 del C.P.C.


� “directamente (cuando son de conocimiento general y no requieren, por lo tanto, que se les aplique, ni que se dictamine si tienen aplicación al caso concreto) o indirectamente a través de las explicaciones que le den los expertos o peritos que conceptúan sobre los hechos del proceso (cuando se requieren conocimientos especiales).” Hernando Devis Echandía. Compendio de Derecho Procesal. Tomo II. Editorial ABC 1984. Bogotá


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN  CUARTA:





Sentencia del 25 de septiembre de 1998. Exp. 9018. 


Sentencia del 12 de mayo de 2005. Exp.13614. Actor: Laboratorios Recamier Ltda. Demandado: DIAN


Sentencia del 13 de octubre de 2005. Exp. 13631. 


Sentencia del 2 de agosto de 2006. Exp. 14549. 


Sentencia del 12 de diciembre de 2007. Exp. 15856. 


Sentencia del 24 de julio de 2008. Exp. 16302. 


Sentencia del 1º de octubre de 2009. Exp 16286


Sentencia del 13 de agosto de 2009. Exp. 16454


Sentencia del 3 de junio de 2010. Exp.17037. Actor: Unilever Andina De Colombia Ltda Antes S.A. Demandado: DIAN 


Sentencia del 27 de mayo de 2010. Exp. 16800 


Sentencia del 3 de junio de 2010. Exp. 17037.


Sentencia del 10 de marzo de 2011. Exp.16966. Actor: GlaxoSmithKline Colombia S.A. Demandado: DIAN


Sentencia del 10 de marzo de 2011. Exp.17075. Demandante: Filmetex S.A. Demandado: DIAN. 





En la sentencia del 11 de noviembre de 2009 que dictó la Sección Cuarta dentro del Expediente 2005-01893 (16717), decidió reconocer como deducibles las expensas hechas a la ANDI y a AFIDRO.





� “tesis germánica (…) que se diseña para permitir que la Administración pueda arribar a una solución justa dentro del “halo conceptual” del concepto jurídico indeterminado, mediante un proceso de cognición o interpretativo.” 


En: LA DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA. Juan Carlos Cassagne: 


�HYPERLINK "http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/Cassagne/La%20discrecionalidad%20administrativa-ult.%20versi%C3%B3n-LL-03-09-08.pdf"�http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/Cassagne/La%20discrecionalidad%20administrativa-ult.%20versi%C3%B3n-LL-03-09-08.pdf�. Y en: La técnica de los conceptos jurídicos indeterminados como mecanismo de control judicial de la actividad administrativa. Allan R. Brewer-Carías: �HYPERLINK "http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/5/2396/12.pdf"�http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/5/2396/12.pdf�





Conforme lo explica García de Enterría: “Aquí procede establecer, con todo, una distinción, según que los conceptos jurídicos indeterminados sean conceptos de experiencia o conceptos de valor; respecto de los primeros, que se ventilan en la apreciación de los hechos, la competencia de control del juez es ilimitada [169] ; los segundos, que no se controlan exclusivamente por la apreciación de los hechos, sino que implican juicios de valor, que pueden ser técnicos (<<impacto ambiental>>) o políticos (<<interés público>>, <<utilidad pública>>) proporcionan a la primera y decisoria apreciación por la Administración una cierta presunción a favor de su juicio, que se entiende realizado, en principio desde una posición formalmente objetiva y en virtud de medios técnicos y de criterios políticos que, en la práctica, sólo negativamente, cuando el error o la arbitrariedad pueden ser positivamente demostrados, pueden ser controlados por el juez. Esta es una forma simple de explicar la doctrina (en la que no nos detendremos) del <<margen de apreciación >> de que se beneficia la apreciación administrativa de estos conceptos de valor, margen que otorga una cierta presunción de acierto dentro del <<halo del concepto>>, pero aunque no llega hasta excluir la entrada del juez en su control directo (el problema sigue siendo <<una cuestión jurídica>>), sí limita la posibilidad de una apreciación inmediata y propia por el juez de su efectividad y prima la ventaja posicional de la Administración respecto a la corrección de su apreciación. …”





Eduardo García de Enterría. Democracia, jueces y control de la Administración. Páginas 137 y 138. Civitas  Ediciones, S.L. (2005). Ver también. Eduardo García de Enterría y Tomás –Ramón Fernández. Curso de Derecho Administrativo. Tomo I. Páginas 439 a 446. Temis. (2008), y Eduardo García de Enterría. La Lucha contra las inmunidades del poder. Páginas 7 a 30. Civitas  Ediciones, S.L. 1995.





� � HYPERLINK "http://www.icicp.org" �www.icicp.org�


� geotécnica.


(De geo- y técnica).


1. f. Geol. Aplicación de principios de ingeniería a la ejecución de obras públicas en función de las características de los materiales de la corteza terrestre.


� � HYPERLINK "http://www.scg.org.co" �http://www.scg.org.co�


� � HYPERLINK "http://www.cecodes.org.co/index.php/acerca-de-cecodes/quienes-somos.html" �http://www.cecodes.org.co/index.php/acerca-de-cecodes/quienes-somos.html�


� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN CUARTA. Consejero ponente: MARTHA TERESA  BRICEÑO DE VALENCIA. Bogotá, D.C., trece (13)  de agosto de dos mil nueve (2009). Radicación numero: 25000-23-27-000-2005-01251-01(16454). Actor: SYNGENTA S.A.  Demandado: ADMINISTRACIÓN ESPECIAL DE IMPUESTOS DE LOS GRANDES CONTRIBUYENTES DE BOGOTÁ.





� Artículo 28 Código de Comercio: “Deberán inscribirse en el Registro Mercantil (…) 9- La Constitución, adiciones o reformas estatutarias y la liquidación de sociedades comerciales, así como la designación de representantes legales y liquidadores…”


Artículo 33 ib. “La matrícula se renovará anualmente, entro de los tres (3) primeros meses de cada año…” 


� Artículo 1° Dto Reglamentario 668 de 1989: “La matrícula mercantil de los comerciantes y sus establecimientos de comercio, deberá renovarse en el período comprendido entre el 1° de enero y el 31 de marzo de cada año, cualquiera que sea la fecha de la matrícula mercantil” 


� Folios 4417 y 4440 c.a.a.


� ARTÍCULO 92. <AFILIACIÓN A LA CÁMARA>. Los comerciantes que hayan cumplido y estén cumpliendo los deberes de comerciante, podrán ser afiliados de una cámara de comercio cuando así lo soliciten con el apoyo de un banco local o de tres comerciantes inscritos del mismo lugar. 


Los afiliados a las cámaras tendrán derecho a: 


1) Dar como referencia la respectiva cámara de comercio; 


2) A que se les envíe gratuitamente las publicaciones de la cámara, y 


3) A obtener gratuitamente los certificados que soliciten a la cámara. 





� Resolución 462 del 6 de agosto de 2001. Folio 4447 c.a.a.


� Consejo de Estado Sentencia del 13 de octubre de 2005 M.P. Juan Ángel Palacio H. “Relación de causalidad. La Contribución a la Superintendencia de Sociedades, en su calidad de aporte parafiscal por parte de los contribuyentes del impuesto sobre la renta que sean sociedades comerciales bajo su control y vigilancia, constituye una deducción como quiera que hace parte de los egresos que con el fin de dar cumplimiento a disposiciones legales de carácter obligatorio deben cumplir las personas jurídicas y en consecuencia forman parte de los gastos por administración de los entes económicos (D.R. 2649 de 1993, artículo 40 y E.T. artículo 107ib.). Pero además de ser una deducción del impuesto sobre la renta, siendo un menor valor de la renta bruta, el pago de tal contribución, guarda relación de causalidad con la actividad productora de renta, esto es, con el objeto social, ya que si bien no tiene una relación directa con el ingreso obtenido en desarrollo de su actividad, puesto que  para obtenerlos no se requiere de su pago, como lo afirma la DIAN en el Concepto 052218 de2002, es evidente que si forma parte de las expensas necesarias que a manera de gasto o deducción deben cumplir los entes comerciales a los cuales se refiere el artículo 88 de la Ley 222 de 1995. 


� Folio 4437 c.a.a.


� Consejo de Estado. Sala de lo contencioso administrativo. Sección Cuarta. Consejero Ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Bogotá, D.C. Diez (10) marzo de de Dos mil once (2011). Radicación:   25 000 2327 000 2005 01946 01. No Interno: 17075. Demandante: FILMETEX S.A. Demandado:  U.A.E. DIAN





� Fuente: http://www.colombiaexport.com/icontee.htm





� 


CONCEPTO�
VALOR�
�
Computec�
 $                                 500.000 �
�
Provicredito�
 $                              5.648.998 �
�
TOTAL�
 $                              6.148.998 �
�



� $179.555.923.000


� Folio 452 c.p.





